
 

Número Identificador 

 

SEN2019 _______ 
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL I 
 

 
MILEDYS E. DÍAZ VÁZQUEZ 

Apelada  

 
 

v. 

 
 

GILDA PÉREZ MORENO  
Apelante 

 

 
SUCESIÓN JORGE 

HERNÁNDEZ FERNÁNDEZ 
Apelado 

 

 
 
 

 
 
 

 
KLAN201901156 

Apelación 
Procedente del 
Tribunal de 

Primera Instancia, 
Sala de Carolina  
 

Caso Núm.: 
CA2018CV03608 

 
Sobre:  
Despido 

Injustificado  
(Ley 80-1976) y 

otros 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas  
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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de diciembre de 2019. 

Comparece la señora Gilda Pérez Moreno (Sra. Pérez o 

apelante), y solicita que revoquemos una Sentencia dictada el 30 de 

septiembre de 2019 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Carolina (TPI) y notificada el 1 de octubre de 2019. Por medio del 

referido dictamen, el TPI declaró con lugar la Querella presentada 

por la señora Miledys Díaz Vázquez (Sra. Díaz o apelada) al amparo 

del procedimiento sumario dispuesto en la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, 32 L.P.R.A. sec. 3118 et seq. (Ley Núm. 2). 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos la Sentencia apelada. 

I. 

 El 21 de diciembre de 2018, la Sra. Díaz presentó la Querella 

de epígrafe en contra de la apelante y la Sucesión Jorge Hernández 

Fernández (Sucesión). En cuanto a ésta última no se identificaron 

sus integrantes. La Sra. Díaz alegó que la apelante y la Sucesión 

operaban y eran dueños de un hogar de envejecientes llamado Hogar 
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Isla Verde (Hogar). Indicó que, para julio de 2012, comenzó a 

trabajar en el Hogar “en calidad de enfermera y/o cuidadora”1 y que 

sus labores consistían en asistir y cuidar a los envejecientes 

residentes del lugar. La Sra. Díaz alegó en su reclamación que, el 12 

de agosto de 2017, “fue suspendida de empleo y sueldo sin 

justificación alguna y luego despedida fulminantemente de su 

empleo tras el patrono acusarla de maltrato con los pacientes”.2 

Señaló, que previo a su despido no había sido amonestada por su 

desempeño. Catalogó como falsa la acusación de maltrato imputada 

por el patrono, conforme al alegado resultado de un proceso 

policiaco iniciado con respecto a la referida acusación.  

Por tanto, la Sra. Díaz reclamó ser indemnizada a tenor con 

las disposiciones de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, infra 

(Ley Núm. 80), por la cantidad de $6,380.00. De igual manera, 

arguyó que trabajó en exceso de su jornada laboral, en ocasiones 

sin tomar su periodo de alimentos, ello contrario a las disposiciones 

de la Ley Núm. 379 de 15 de mayo de 1948, infra (Ley Núm. 379). 

Así pues, reclamó una indemnización de $33,883.20, por concepto 

de horas extras, más una cantidad igual por concepto de penalidad 

a totalizar una cantidad de $67,766.40, así como $5,655.00 por los 

periodos de alimentos no disfrutados, la cual sumada la penalidad 

dispuesta en la referida Ley asciende a $11,310.00. Finalmente, la 

apelante adujo que no le fueron liquidados cuarenta y cinco días de 

vacaciones en violación a las disposiciones de la Ley Núm. 180 de 

27 de julio de 1998, infra (Ley Núm. 180). Por lo cual, reclamó ser 

indemnizada por la cantidad de $2,610.00, más una cantidad igual 

por concepto de la penalidad que dispone el referido estatuto. 

Surge del expediente, que el 9 de enero de 2019 la apelada 

diligenció dos emplazamientos en la persona de la Sra. Pérez, uno 

                                                 
1 Véase apéndice del recurso, pág. 1. 
2 Íd. 
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en su carácter personal y otro dirigido a la Sucesión por su 

conducto. No obstante, destacamos que los integrantes de la 

Sucesión no fueron emplazados individualmente, ni tampoco 

identificados en el emplazamiento dirigido a la Sucesión. El 17 de 

enero de 2019, la Sra. Pérez presentó por derecho propio una 

escueta alegación responsiva en la que indicó que el Hogar era 

propiedad del fallecido Sr. Jorge Hernández Fernández, causante de 

la Sucesión. Sostuvo que, tras la muerte de éste, el Departamento 

de la Familia cerró el Hogar por ser el difunto su único operador y 

propietario. Indicó, además, que su relación con el Sr. Hernández 

Fernández fue “solamente una sentimental y de convivencia, por lo 

cual en la actualidad sus hijos realizan los trámites de herencia, no 

encontrándome yo involucrada en la misma”.3 

Destacamos que la Sra. Pérez anejó a su respuesta a la 

querella un documento que identificó como las “alegaciones 

realizadas por los hijos de Jorge Hernández Fernández”. En dicho 

documento adjunto, la Sra. Pérez aclara que comparece “asumiendo 

mi propia defensa” y expuso “que esta parte a la cual represento 

niega todos los hechos, fundamentos de derecho y documentos que 

alegan tener, …”.4 En el referido escrito, se identificaron a los hijos 

del Sr. Hernández Fernández como: Jorge Hernández Santana y 

Jorge Hernández Canciobello, quienes residen fuera de Puerto Rico. 

A su vez, del referido anejo surge las siguientes alegaciones:5 

• El Sr. Hernández Fernández falleció el 11 de marzo de 
2018, “por lo que ahora, después de 1 año y 5 meses, vemos 
improcedente dicha demanda, […] la ahora demandante 
interpuso denuncias falsas ante el Departamento del 
Trabajo y estas han sido archivadas”.6 

• La Sra. Díaz fue contratada el 23 de octubre de 2012 como 

cuidadora en el turno nocturno y no como enfermera. 

• El 3 de agosto de 2017, a las 5:30 am un vecino del Hogar 
indicó “haber visto a la Sra. Díaz como arremetía con 
violencia a uno de los envejecientes, pegándole en manos y 

                                                 
3 Véase apéndice del recurso, pág. 11. 
4 Íd. 
5 Íd., págs. 12-21. 
6 Íd., pág. 13. 
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brazos, por lo que decidió llamar a la policía y denunciar 
los hechos […]”.7 

• El Sr. Hernández Fernández actuó según las normas del 
Hogar y el Departamento de la Familia, al despedir a la Sra. 
Díaz, pues dichas normas establecen que si un empleado 
maltrata a un envejeciente ello es razón suficiente para ser 
despedido. 

• Las reclamaciones por horas extras, periodos de alimentos 
y vacaciones fueron presentadas por la Sra. Díaz ante el 
Departamento del Trabajo y luego de una investigación y 
vistas, la reclamación fue archivada. 

• Mientras la Sra. Díaz laboró en el Hogar, ésta no presentó 
reclamación alguna relacionada al pago de horas extras, 
periodo de alimentos y vacaciones. Además, negaron 
adeudar las sumas reclamadas. 

• La reclamación está prescrita y no se interrumpieron los 

términos prescriptivos conforme a derecho. 

• Que toda la documentación relacionada al Hogar se ha 
intentado localizar, pero “el Sr. Hernández era el único que 
tenía toda esa información, el único que manejaba dicho 
Hogar […], el único que controlaba todo desde el punto de 
vista administrativo, los pagos, etc. […]”.8 

 

El 22 de enero de 2019, el TPI ordenó a la Sucesión 

comparecer representada por abogado, “a menos que la señora sea 

abogada”, refiriéndose a la señora Pérez. Por otra parte, el 6 de 

febrero de 2019, la apelante, mediante su representante legal y sin 

someterse a la jurisdicción del tribunal, presentó Contestación a 

Querella. En síntesis, la Sra. Pérez formuló las mismas alegaciones 

que hizo en su comparecencia original. Sin embargo, en esta ocasión 

levantó, entre otras, las siguientes defensas afirmativas: 1) las 

reclamaciones de la apelada en su contra estaban prescritas; 2) la 

Sra. Díaz incurrió en una falta mayor por lo cual el despido fue 

justificado; 3) la apelante nunca fue patrono de la Sra. Díaz; 4) no 

existía una Sociedad Legal de Bienes Gananciales entre ella y el Sr. 

Hernández Fernández y, por tanto, no responde por los reclamos de 

la apelante. 

El 8 de febrero de 2019, el TPI emitió una Orden en la que 

señaló una vista a celebrarse el 2 de mayo de 2019 e indicó que las 

partes debían comenzar con el descubrimiento de prueba. El 5 de 

marzo de 2019, la Sra. Díaz presentó un escrito solicitando que se 

                                                 
7 Véase apéndice del recurso, pág. 13. 
8 Íd., pág. 20 
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le anotara la rebeldía a la Sucesión, pues al momento no había 

comparecido al pleito, a pesar de la Orden emitida a tales efectos.  

El 7 de marzo de 2019, el TPI emitió una Orden en respuesta a la 

solitud de la Sra. Díaz, en la cual dispuso lo siguiente: “[s]e anota la 

rebeldía a la parte demandada”.9 

Por otra parte, el 23 de abril de 2019 la Sra. Díaz presentó 

una Moción Solicitando Anotación de Rebeldía. La apelada alegó que 

habían trascurrido más de tres (3) meses desde que la Sra. Pérez fue 

emplazada y que ésta “no ha presentado una alegación responsiva 

sometiéndose a la jurisdicción del este Honorable Tribunal, siendo 

la Contestación a Demanda radicada el 6 de febrero de 2019 

claramente expresa que no se somete a la jurisdicción de este 

Tribunal […]”.10 Ante ello, el TPI emitió una Orden el 29 de abril de 

2019, notificada el 1 de mayo de 2019, en la que dispuso lo 

siguiente: “[s]e anota la rebeldía a Gilda Pérez Moreno”.11 

El 13 de mayo de 2019, la apelante presentó una Moción 

solicitando que se deje sin efecto anotación de rebeldía. En primer 

lugar, alegó que es un hecho incontrovertible que fue emplazada 

personalmente y conforme a derecho, por lo cual desde ese momento 

se hizo efectiva la jurisdicción del tribunal. De otra parte, señaló que 

su primera comparecencia ante el TPI se realizó dentro del término 

dispuesto en la Ley Núm. 2 y que en esta refutó las alegaciones de 

la Querella y levantó defensas afirmativas. Por tanto, argumentó 

que, aun cuando en una de sus comparecencias indicó que no se 

sometía a la jurisdicción del tribunal, su primera alegación 

responsiva denotó su interés por defenderse en el caso, siendo estos 

actos sustanciales mediante los cuales se sometió a la jurisdicción 

                                                 
9 Véase apéndice del recurso, pág. 35. 
10 Íd., pág. 38. 
11 Íd., pág. 41. 
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del tribunal. Ante ello, solicitó que se levantara la rebeldía anotada 

en su contra. 

El 30 de mayo de 2019, la Sra. Díaz presentó una moción en 

oposición a que se levantara la rebeldía a la apelante. Argumentó 

que por tratarse de un procedimiento sumario a tenor con la Ley 

Núm. 2, los querellados tenían un término de diez días para 

contestar la Querella y ninguno presentó su contestación o solicitó 

prórroga para ello. A su vez, alegó que en el escrito presentado por 

la Sra. Pérez el 17 de enero de 2019 “no contestó, así como tampoco 

refutó ninguna de las alegaciones que aparecen en la Querella”.12 

Por tanto, sostuvo que la Sra. Pérez no cumplió con el término 

establecido en la Ley Núm. 2 al presentar su Contestación a Querella 

el 6 de febrero de 2019. Ante ello, reiteró que procede la anotación 

de rebeldía en contra de la apelante. 

El 17 de junio de 2019, el TPI emitió Orden denegando la 

solicitud para levantar la rebeldía a la apelante. Así las cosas, el 1de 

julio de 2019 la Sra. Pérez presentó ante el Tribunal de Apelaciones 

el recurso de certiorari núm. KLCE201900879, solicitando la 

revocación de la anotación de rebeldía. Sin embargo, mediante 

Resolución emitida el 11 de julio de 2019 un panel hermano denegó 

el auto solicitado.  

De otro lado, el 5 de agosto de 2019 la representación legal de 

la Sra. Pérez solicitó ser relevada del caso. En esa misma fecha el 

TPI emitió Orden concediendo el relevo y otorgándole un término, 

hasta el 5 de septiembre de 2019, para que la apelante anunciara 

su nueva representación legal.  

El 17 de septiembre de 2019 la Sra. Díaz presentó Moción 

informativa y en solicitud de orden. En ésta sostuvo que la apelante 

no cumplió con la orden de informar nueva representación legal en 

                                                 
12 Véase apéndice del recurso, pág. 48. 
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el término dispuesto y no solicitó prórroga, incumpliendo así con lo 

ordenado por el tribunal. Así pues, indicó que “[a]nte la 

consideración de este Tribunal se encuentra un Proyecto de 

Sentencia, por lo que se solicita que proceda a dictar Sentencia en 

Rebeldía, y conceder los remedios solicitados en la Querella”.13 

El 30 de septiembre de 2019, el TPI emitió la Sentencia objeto 

de este recurso, la cual fue notificada el 1 de octubre de 2019. En 

primer lugar, el TPI determinó que en la comparecencia por derecho 

propio presentada por la Sra. Pérez el 17de enero de 2019, no se 

refutó ninguna de las alegaciones de la Querella y tampoco se alegó 

ninguna defensa afirmativa. A su vez, dictaminó que la Contestación 

a Querella presentada por ésta el 6 de febrero de 2019 incumplió 

con el término dispuesto en la Ley Núm. 2; por lo cual, el TPI reiteró 

la anotación de rebeldía a la apelante. De otra parte, el TPI acogió 

las alegaciones realizadas por la Sra. Díaz en su Querella como sus 

determinaciones de hechos. Ante ello, determinó que el despido de 

ésta fue injustificado en violación a la Ley Núm. 80 y que 

correspondían las reclamaciones al amparo de la Ley núm. 379 y la 

Ley Núm. 180. Así pues, ordenó a los querellados, la Sra. Pérez y la 

Sucesión, a indemnizar a la Sra. Díaz por la cantidad total de 

$90,676.40, mas $13,601.46 por concepto de honorarios de 

abogado. 

Inconforme, el 11 de octubre de 2019, la Sra. Pérez instó el 

presente recurso y formuló los siguientes señalamientos de error: 

Erró el TPI al anotarle la rebeldía a la coquerellada Gilda 
Pérez Moreno, ni levantarle la misma, y luego dictar 
sentencia en rebeldía en su contra cuando esta contestó 
oportunamente la querella y alegó no ser patrono de la 
querellante, privándole así de un debido proceso de ley. 
 
Erró el TPI al dictar sentencia en rebeldía en contra de una 
parte indispensable (miembros de la Sucesión Jorge 
Hernández Fernández), de nombres conocidos, que nunca 
fueron emplazados ni notificados por el TPI. 
 

                                                 
13 Véase apéndice del recurso, pág. 93. 
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Erró el TPI al dictar sentencia a favor de la querellante, sin 
la presentación de prueba y/o la celebración de una vista 
adjudicativa, cuando las alegaciones de la querella por si 
solas no eran suficientes para la concesión de todos los 
remedios solicitados. 

 

II. 

A. 

La Ley Núm. 2 provee un procedimiento sumario para la 

tramitación de las reclamaciones de un empleado contra su 

patrono por “cualquier derecho o beneficio, o cualquier suma por 

concepto de compensación por trabajo o labor realizados para dicho 

patrono, o por compensación en caso de que dicho obrero o 

empleado hubiere sido despedido de su empleo sin causa 

justificada”. Sección 1 de la Ley Núm. 2, 32 LPRA sec. 3118; Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); Lucero v. San 

Juan Star, 159 DPR 494 (2003). Dichas reclamaciones, por su 

naturaleza y finalidad, ameritan ser resueltas con celeridad para así 

lograr los propósitos legislativos de proteger el empleo, desalentar 

los despidos injustificados y proveerle al obrero despedido medios 

económicos para su subsistencia mientras consigue un nuevo 

empleo. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921, 928 (2008); 

Lucero v. San Juan Star, supra. El procedimiento sumario de esta 

pieza legislativa fue diseñado para favorecer más al obrero que al 

patrono, sin privarle a este último de su derecho a defenderse 

adecuadamente. León v. Rest. El Tropical, 154 DPR 249 (2001). 

 A tales efectos, la Sección 3 de la Ley Núm. 2, 32 LPRA sec. 

3120, establece la forma en la que se deberá notificar al querellado 

de la existencia de una reclamación en su contra, así como el 

término, la forma para éste comparecer, como se emplazará al 

patrono y ciertas limitaciones al proceso de descubrimiento de 

prueba. Así pues, dicha Sección dispone que se le apercibirá al 

patrono que debe “radicar su contestación por escrito, con 

constancia de haber servido copia de la misma al abogado de la parte 
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querellante o a ésta si hubiere comparecido por derecho propio, 

dentro de diez (10) días después de la notificación, […] y 

apercibiéndole, además, que si así no lo hiciere, se dictará sentencia 

en su contra, concediendo el remedio solicitado, sin más citarle ni 

oírle”. Íd. De igual manera, la Sección 3 de la Ley Núm. 2, supra, 

establece que dicho término solo podrá ser prorrogado si la parte 

querella expone bajo juramento, justa causa para ello. Ruiz v. 

Colegio San Agustín, 152 DPR 226, 234 (2000). En relación con 

emplazamiento y contenido de la alegación responsiva la referida 

Sección dispone lo siguiente: 

El alguacil o una persona particular diligenciará la 
notificación del secretario del tribunal al querellado. Si no se 
encontrare al querellado, se diligenciará la orden en la 
persona que en cualquier forma represente a dicho 
querellado en […] [el] sitio en que se realizó el trabajo que dio 
origen a la reclamación o en su oficina o residencia. Si el 
querellado no pudiere ser emplazado en la forma antes 
dispuesta se hará su citación de acuerdo con lo que 
dispongan las Reglas de Procedimiento Civil para esos casos. 
El querellado deberá hacer una sola alegación responsiva en 
la cual deberá incluir todas sus defensas y objeciones, 
entendiéndose que renuncia a todas las defensas u 
objeciones que no incluya en dicha alegación responsiva. 
 
En los casos que se tramiten con arreglo a las secs. 1 a [la] 
15 de este título, se aplicarán las Reglas de Procedimiento 
Civil en todo aquello que no esté en conflicto con las 
disposiciones específicas de las mismas o con el carácter 
sumario del procedimiento establecido por las secs. 1 a [la] 
15 de este título; […]. 32 LPRA sec. 3120. 

 

 Por su parte, la Sección 4 de la Ley Núm. 2, 32 LPRA sec. 

3121, establece en este tipo de casos que “si el querellado no 

radicara su contestación a la querella en la forma y en el término 

dispuestos en la Sección 3 de esta Ley, el juez dictará sentencia 

contra el querellado, a instancias del querellante, concediendo el 

remedio solicitado. En este caso la sentencia será final y de la misma 

no podrá apelarse”. De manera que, la consecuencia del querellado 

no contestar en el término establecido en la Ley, sin acogerse a una 

prórroga o no presente justa causa para la dilación, es la anotación 

de la rebeldía y la concesión del remedio solicitado. Vizcarrondo 
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Morales v. MVM, Inc., supra; León v. Rest. El Tropical, supra, pág. 

261. 

B. 

En nuestro sistema adversativo el emplazamiento, “representa 

el paso inaugural del debido proceso de ley que viabiliza el ejercicio 

de la jurisdicción judicial”. Acosta v. ABC, Inc., 142 DPR 927, 931 

(1997); Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, 133 DPR 15, 22 (1993); 

Pagán v. Rivera Burgos, 113 DPR 750, 754 (1983). El emplazamiento 

persigue, primordialmente, dos propósitos: notificar a la parte 

demandada en un pleito civil que se ha instado una reclamación 

judicial en su contra, y garantizarle su derecho a ser oído y a 

defenderse. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 

(2005); Banco Central Corp. v. Capitol Plaza, 135 DPR 760, 763 

(1994). De otra parte, el emplazamiento constituye el medio por el 

cual los tribunales adquieren jurisdicción sobre la persona del 

demandado, de forma tal que el emplazado quede obligado por el 

dictamen que finalmente se emita. Márquez v. Barreto, 143 DPR 137, 

142 (1997). 

Los requisitos de un emplazamiento son de cumplimiento 

estricto, ya que su adecuado diligenciamiento constituye un 

imperativo constitucional del debido proceso de ley. In re Rivera 

Ramos, 178 DPR 651, 666-667; Quiñones Román v. Cía. ABC, 152 

DPR 367, 374 (2000). A tales efectos, todo demandado tiene el 

derecho a ser emplazado “conforme a derecho y existe en nuestro 

ordenamiento una política pública de que la parte demandada debe 

ser emplazada debidamente para evitar el fraude y que se utilicen 

procedimientos judiciales con el propósito de privar a una persona 

de su propiedad sin el debido proceso de ley”. First Bank of P.R. v. 

Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901, 916 (1998). 

En lo que atañe al presente caso, destacamos que el Art. 610 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 2092, establece que el hecho de la 
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muerte resulta en la transmisión de los derechos y obligaciones del 

difunto a sus herederos, por lo que se estima que esa transmisión 

incluye las relaciones jurídicas, ya sean tanto activas o pasivas, que 

formaban parte del caudal del difunto a la fecha de su muerte. 

Torres, Torres v. Torres et al., 179 DPR 481, 496 (2010). Así, puede 

considerarse que “la posición jurídica del causante se mantendrá en 

lo posible inalterable, con la colocación del heredero en su lugar”. 

Íd., pág. 497. Por tanto, para que una sucesión o comunidad 

hereditaria tenga capacidad de demandar y ser demandada, entre 

muchos otros menesteres legales, se requiere que “se particularice 

e individualice expresando los nombres de los miembros que la 

componen”. Pino Development Corp. v. Registradora, 133 DPR 373, 

388 (1993); Vega v. García, 61 DPR 99, 101-102 (1942).  

Lo anterior responde al hecho de que la totalidad de los 

herederos son los que componen la sucesión, pues como ya 

expresamos, no se trata de una institución u organismo con 

personalidad jurídica propia y separada de sus herederos. Kogan v. 

Registrador, 125 DPR 636 (1990); Echevarría Jiménez v. Sucn. Pérez 

Meri, 123 DPR 664, 687 (1989). Son los miembros que componen la 

sucesión los que deben aparecer como demandantes o demandados 

ya que la misma no es una entidad legal independiente. Cancel v. 

Martínez, 74 DPR 108, 115 (1952). Por lo cual, es necesario que cada 

uno de los miembros de la sucesión sea traído al pleito, ya que son 

parte indispensable del mismo. Vilanova et al. v. Vilanova et al., 184 

DPR 824 (2012). 

C. 

La Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.16.1, 

establece que en un pleito deben acumularse las personas que 

tengan un interés común “sin cuya presencia no pueda adjudicarse 

la controversia”. La misma alude a una parte indispensable, que se 

puede definir como aquella de la cual no se puede prescindir y cuyo 
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interés en la cuestión es de tal magnitud, que no puede dictarse un 

decreto final entre las otras partes sin lesionar y afectar 

radicalmente sus derechos, o sin permitir que la controversia quede 

en tal estado que su determinación final haya de ser inconsistente 

con la equidad y una conciencia limpia. López García v. López 

García, 200 DPR 50 (2018); González v. Adm. Corrección, 190 DPR 

14, 46 (2014); García Colón v. Sucn. González, 178 DPR 527, 548 

(2010). Es decir que, de verse el pleito en ausencia de la parte, los 

intereses de esta podrían quedar destruidos o inevitablemente 

afectados por una sentencia dictada estando esa persona ausente 

del litigio. Íd. Sin embargo, “no se trata de cualquier interés en el 

pleito, sino que tiene que ser real e inmediato y no puede tratarse 

de meras especulaciones o de un interés futuro”. López García v. 

López García, supra, pág. 15. 

Una vez se determina que una persona es parte indispensable 

en un litigio, el pleito no podrá continuar sin su presencia y dicha 

persona deberá ser añadida al pleito. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 

172 DPR 216 (2007). Ello supone que, en ausencia de dichas partes, 

el Tribunal está impedido de emitir el dictamen solicitado. Deliz et 

als. v. Igartúa et als., 158 DPR 403, 433-434 (2003). Así, la omisión 

de añadir a una parte indispensable en un pleito es una violación al 

debido proceso de ley y puede servir de base a la desestimación sin 

perjuicio de la acción instada. Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 

733-734 (2005). Por la naturaleza de este defecto, puede plantearse 

en cualquier momento, incluso en apelación, o ser señalado sua 

sponte por el Tribunal. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR 527, 550 (2010); Deliz et als. v. Igartúa et als., supra, pág. 434. 

La importancia de ello reside en que, en ausencia de una parte 

indispensable, el tribunal carece de jurisdicción sobre la persona. 

García Colón et al. v. Sucn. González, supra, pág. 551. 
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III. 

 En este caso, la apelante cuestiona que se le haya anotado la 

rebeldía durante la tramitación del pleito, pues alega que 

compareció al litigio oportunamente, conforme a derecho, y alegó no 

ser patrono de la querellante. A su vez, alega que el TPI erró al dictar 

sentencia en rebeldía contra partes indispensables (miembros de la 

Sucesión Jorge Hernández Fernández), que nunca fueron 

emplazados ni notificados debidamente. Además, arguye que incidió 

el TPI al dictar sentencia sin celebrar vista, ya que las alegaciones 

de la Querella no sostienen el dictamen apelado.  

El segundo señalamiento de error va dirigido a cuestionar la 

jurisdicción del TPI para atender el caso. Es norma reiterada, que 

los asuntos jurisdiccionales son materia privilegiada y deben ser 

resueltos con preferencia. Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 

595 (2002). Ante ello, comenzamos por evaluar el segundo 

señalamiento de error planteado por la apelante. 

 La apelante arguye el TPI incidió al dictar sentencia 

disponiendo de la totalidad del pleito sin contar con la presencia de 

partes indispensables. A tales efectos, señala que los integrantes de 

la Sucesión Jorge Hernández Fernández, de nombres conocidos, son 

parte indispensable en el pleito y éstos no fueron debidamente 

traídos al proceso por la Sra. Díaz. La Sra. Pérez argumenta que la 

Sucesión no es una institución u organismo con personalidad 

jurídica propia y separada de sus herederos. Así, son los miembros 

que componen la sucesión los que deben aparecer como 

demandantes o demandados ya que la misma no es una entidad 

legal independiente. Arguye, además, que en el presente caso los 

integrantes de la Sucesión no fueron fue emplazados conforme a 

derecho. Por lo que alegó que el TPI actuó sin jurisdicción sobre ellos 

al dictar sentencia en el caso. La apelante señala que la Sra. Díaz 

no identificó a los miembros de la Sucesión en su Querella y que no 
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emplazó a cada uno de ellos como corresponde en derecho. Tiene 

razón la apelante.  

Surge del expediente que la apelada no individualizó e 

identificó a los miembros de la Sucesión en su reclamación. De igual 

manera, no los emplazó. La Sra. Pérez, única emplazada en el pleito, 

no forma parte de la Sucesión, ni representa en forma alguna a sus 

integrantes. Tampoco podía comparecer en su representación, por 

no ser abogada. Siendo así, cuando la apelada advino en 

conocimiento de los nombres de los integrantes de la Sucesión, 

mediante la comparecencia de la Sra. Pérez del 17 de febrero de 

2019, tenía que enmendar la Querella para incluirlos como parte en 

el pleito. Igualmente, debía haber solicitado que se expidieran los 

emplazamientos correspondientes, dirigidos a cada integrante, para 

ser debidamente traídos al pleito, ya que son parte indispensable en 

el mismo. Siendo así, sin su presencia no podía adjudicarse la 

controversia. El interés de los integrantes de la Sucesión en la 

cuestión en controversia es de tal magnitud, que no puede dictarse 

un decreto final entre las partes sin lesionar y afectar radicalmente 

sus derechos. Como expusimos anteriormente, una vez determinado 

que una persona es parte indispensable en un litigio, éste no puede 

continuar sin su presencia y debe ser añadida al pleito. En ausencia 

de dichas partes el Tribunal está impedido de emitir el dictamen 

solicitado. 

La omisión de añadir a los integrantes de la Sucesión al pleito 

que nos ocupa es una violación al debido proceso de ley y pude servir 

de base a la desestimación sin perjuicio de la acción instada. Como 

vimos, en ausencia de una parte indispensable, el tribunal carece 

de jurisdicción sobre la persona y está impedido de dictar una 

sentencia en su contra. 

Las responsabilidades que alegadamente el Sr. Jorge 

Hernández Fernández pudo tener en su día frente a la Sra. Díaz, 
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como su patrono, fueron trasmitidas a sus herederos. Por lo tanto, 

éstos como sustitutos del patrono son una parte indispensable en el 

pleito, sin cuya presencia no se puede disponer del caso. Éstos 

debían ser emplazados no tan solo conforme a las disposiciones de 

la Ley Núm. 2, sino también conforme a las disposiciones 

particulares que se establecen en nuestro ordenamiento sobre el 

emplazamiento de una Sucesión.  

Así pues, al no estar presentes en el pleito los integrantes de 

la Sucesión, que nunca fueron debidamente emplazados, erró el TPI 

al dictar la sentencia apelada. El TPI carecía de jurisdicción para 

ello. No puede pasar desapercibido que, en su primera 

comparecencia el 17 de enero de 2019, la Sra. Pérez hizo constar 

que no formaba parte de la Sucesión Jorge Hernández Fernández y 

que sus hijos “realizan los trámites de herencia, no encontrándome 

yo involucrada en la misma”. Alegó además que el causante era el 

único dueño y operador del “Hogar Isla Verde”, del cual era 

empleada la Sra. Díaz. En fin, alego expresamente que ella no era 

patrono de la apelada. 

Debido a todo lo anteriormente expuesto y la conclusión a que 

llegamos, resulta innecesario discutir los restantes señalamientos 

de error presentados ante este Tribunal. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada y se desestima sin perjuicio la Querella presentada por la 

Sra. Miledys E. Díaz Vázquez. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


